
 

 

 

BANCO DE RESOLUCIONES EN TEMAS DE LITIGIO ESTRATÉGICO 
 

JURISPRUDENCIA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 
CASO No. 2936-18-EP 

 
TRIBUNAL EL PLENO DE LA CORTE CONSTITUCIONAL DEL ECUADOR 

MATERIA Constitucional 

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA 

NO 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO NA 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho a una Vida Digna, Derecho a la Tutela Judicial Efectiva, Derecho a la Salud, 
Derecho al debido Proceso, Derecho a la Igualdad, Derecho a la Seguridad Social, 
Derecho a la Seguridad Jurídica, Derecho a la Vivienda, Derecho a la Reparación 
Integral 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS  El 17 de abril de 2017, Zaida Rovira, Coordinadora General Defensorial 
Zonal 8, representó a Doris Escobar en una acción de protección contra 
varios funcionarios del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS). 
Doris había enfrentado problemas con el IESS por glosas administrativas 
relacionadas con el tratamiento de su cáncer de mama entre 2010 y 2012. 
El IESS intentó cobrarle por esos gastos, embargando sus pensiones de 
invalidez y jubilación. 
 

 El 19 de mayo de 2017, una jueza aceptó la demanda y declaró que el IESS 
había violado los derechos de Doris a la salud y la seguridad social. Sin 
embargo, el IESS apeló. En una sentencia del 12 de septiembre de 2018, 
la Corte Provincial del Guayas solo reconoció la vulneración de su derecho 
a una vida digna debido a la retención de sus pensiones. 

 

 Ambas partes pidieron aclaraciones sobre las sentencias, pero estas 
fueron denegadas. Posteriormente, Doris y el director provincial del IESS 
presentaron acciones extraordinarias de protección contra las sentencias 
previas, lo que continuó el proceso legal. 

 

 El 16 de abril de 2019, la Corte Constitucional sorteó el caso de Doris 
Escobar a la jueza Daniela Salazar. El 15 de mayo de ese año, la Sala de 
Admisión admitió la acción extraordinaria de protección presentada por 
Doris, pero inadmitió la que había presentado el director provincial del 
IESS, Jefferson Gallardo. 

 

 El 10 de marzo de 2021, la Corte decidió acelerar el proceso, ignorando el 
orden habitual, debido a la situación de vulnerabilidad de Doris, una 
adulta mayor jubilada que sufre una enfermedad grave. El 25 de marzo, 
la jueza convocó a una audiencia pública, que se llevó a cabo el 22 de abril 
de 2021, donde participaron Doris y sus abogados, así como un 
representante del IESS. 

 

 Doris Escobar sostiene que la sentencia impugnada vulneró sus derechos 
a la tutela judicial efectiva, al debido proceso y a la seguridad jurídica, tal 
como se establece en la Constitución.  



 

 

 
 

 En cuanto al debido proceso, argumenta que la sentencia no abordó 
todos los derechos que habían sido vulnerados en la primera instancia, 
especialmente el derecho a la salud y su situación como persona en un 
grupo de atención prioritaria. La sentencia se limitó a declarar 
improcedente la acción de protección, sin analizar las alegaciones sobre 
la vulneración de derechos. 
 

 Respecto a la tutela judicial efectiva, Doris señala que no se examinó 
adecuadamente el fondo del asunto, ya que la resolución no realizó un 
razonamiento sobre la normativa aplicable. La reforma a la sentencia 
original no consideró sus derechos a la salud, la gratuidad de la atención, 
ni principios como la protección especial y la atención prioritaria para 
personas en condiciones de vulnerabilidad. 
 

 En relación a la seguridad jurídica, argumenta que la sentencia no atendió 
las supuestas violaciones de sus derechos y no aplicó los principios 
constitucionales pertinentes. Además, las autoridades judiciales 
demandadas no respondieron a la acción ni asistieron a la audiencia 
pública. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO  Artículos 3, 11 numerales 2 y 5; artículos 32, 34, 35, 50, 66 numeral 2, 

artículos 75, 76, numerales 3 y 7, letra l; y, artículos 82, 86 numeral 1, 

artículos 88, 94, 362, 369, 370, 371, 426, 429 y 437 de la Constitución. 

 Artículo 9 del Protocolo de San Salvador.  

 Artículos 162, 163 numeral 1, artículos 164, 300 del COGEP 

 Artículos 216, 217, Código Orgánico de la Función Judicial 

 Artículos 4, 16, 18, 20, 58, 69 y 191 numeral 2 letra d, de la Ley Orgánica 

de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 

 Artículos 2, 7, 8, 9,16, 18, 19, 20, 21 de la Ley de Defensa al Artesano.  

 Artículo 77, de la Ley de Economía Popular y Solidaria. 

 Artículo 24 de la ley de Fomento Artesanal. 

 Artículos 76, 94, 96, 100 de la Ley de Seguridad Social. 

 Artículos, 3, 4, del Reglamento General de Responsabilidad Patronal. 

 Artículo, 7 del Reglamento de Sustentación de Procesos de Competencia 

de la Corte Constitucional.  

 Persona en atributo de sus derechos declara la vulneración de los derechos a la 
salud, a la seguridad social, a la seguridad jurídica y a la vida digna, en contra del 
Hospital de Especialidades Teodoro Maldonado Carbo y del Instituto Ecuatoriano 
de Seguridad Social. 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

 Artículo 9 del Protocolo de San Salvador.  

 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA 
CORTE 

La accionante argumenta que la sentencia impugnada vulneró sus derechos al 
debido proceso, a la tutela judicial efectiva y a la seguridad jurídica. Principalmente, 
sostiene que la resolución no analizó adecuadamente los derechos relacionados 
con las glosas administrativas, que habían sido reconocidos como vulnerados en la 
sentencia de primera instancia.  
 
Ella critica que la sentencia se limitó a declarar la improcedencia de su acción 
debido a la existencia de vías ordinarias para impugnar las glosas, sin examinar a 



 

 

fondo las alegaciones de vulneración de derechos. Ante esto, la Corte se centrará 
en analizar la situación a la luz del derecho al debido proceso y la garantía de 
motivación, considerándolo el enfoque más apropiado para abordar su 
reclamación. 
 
La accionante sostiene que su derecho al debido proceso ha sido vulnerado por dos 
razones principales: (i) la sentencia impugnada no se pronunció sobre las 
alegaciones de glosas administrativas, sin analizar todos los derechos que se habían 
declarado vulnerados en la primera instancia, y (ii) declaró improcedente la acción 
de protección argumentando que existen vías ordinarias para impugnar dichas 
glosas, sin examinar las alegaciones sobre vulneración de derechos. 
 
La Corte señala que, para evaluar la suficiencia de la motivación en una decisión 
judicial, es crucial entender la estructura de la motivación de la sentencia 
impugnada y los problemas jurídicos que aborda. En este caso, se plantean dos 
preguntas clave: si la acción de protección es la vía adecuada para cuestionar las 
glosas del IESS y si la retención de pensiones en un proceso coactivo vulnera 
derechos constitucionales. 
 
Los argumentos de la accionante se centran en el primer problema. La Corte ha 
establecido que una sentencia debe incluir: i) las normas o principios jurídicos que 
fundamentan la decisión; ii) la pertinencia de su aplicación a los hechos del caso; y 
iii) un análisis sobre la posible vulneración de derechos. 
 
La accionante argumentó que las glosas administrativas vulneraban sus derechos a 
la salud, seguridad social y atención prioritaria, entre otros. Sin embargo, la Corte 
concluyó que la impugnación de estas glosas debía hacerse a través de la vía 
contencioso-tributaria, ya que utilizar la vía constitucional para este fin sería un 
abuso, de acuerdo con el Código Orgánico de la Función Judicial. Por lo tanto, el 
tribunal consideró que no había una vulneración de derechos en la generación de 
las glosas administrativas. 
 
La Sala resolvió que las glosas administrativas generadas por responsabilidad 
patronal no son impugnables en sede constitucional, considerando que hacerlo 
sería un abuso de esta vía, y que su impugnación debe hacerse exclusivamente a 
través de la vía contencioso-tributaria. Sin embargo, no realizó un análisis sobre las 
alegaciones de vulneración de derechos constitucionales a la seguridad social, la 
seguridad jurídica, la igualdad material y los derechos de las personas con 
enfermedades catastróficas, que habían sido previamente declaradas vulneradas 
en la primera instancia. 
 
La Corte ha indicado que afirmar que la acción de protección no procede solo 
porque existe una vía judicial puede hacer que esta garantía sea ineficaz. No se 
debe rechazar automáticamente una acción de protección basándose únicamente 
en la existencia de otra vía. Es fundamental evaluar si esa vía es adecuada y eficaz 
para el caso específico. 
 
Además, la Sala no fundamentó por qué la vía contenciosa tributaria sería 
apropiada para impugnar las glosas administrativas del IESS ni consideró si en esa 
vía se podrían abordar las alegaciones de la accionante sobre la vulneración de sus 
derechos. Al no analizar adecuadamente la existencia de vulneraciones a los 
derechos, la respuesta de la Sala al primer problema jurídico carece de la 
motivación mínima necesaria. Esta falta de un análisis completo convierte la 
motivación de la sentencia en insuficiente y la hace poco efectiva para resolver el 
caso. 
 



 

 

La sentencia impugnada vulneró el derecho al debido proceso al no cumplir con la 
garantía de motivación en las decisiones judiciales. La Corte Constitucional, como 
el máximo órgano de control y administración de justicia, tiene la responsabilidad 
de asegurarse de que se respeten las garantías jurisdiccionales establecidas en la 
Constitución. En casos excepcionales, esto implica analizar la integralidad del 
proceso que dio origen a la acción constitucional. 
 
Para que la Corte amplíe su análisis al mérito del proceso, se deben cumplir ciertos 
presupuestos: (i) que la autoridad judicial haya violado el debido proceso o 
derechos de las partes; (ii) que los hechos del caso puedan constituir una 
vulneración de derechos no tutelados; (iii) que el caso no haya sido seleccionado 
para revisión por la Corte; y (iv) que cumpla con criterios de gravedad, novedad, 
relevancia nacional o inobservancia de precedentes. 
 
El primer presupuesto se cumple, dado que se ha verificado la vulneración al 
debido proceso. En cuanto al segundo, se observa que los hechos del caso pueden 
representar vulneraciones a los derechos de una persona en un grupo de atención 
prioritaria que no fueron protegidos. El tercer presupuesto también se cumple, ya 
que el caso no ha sido seleccionado para revisión. 
 
Finalmente, respecto al cuarto presupuesto, se verifica el elemento de gravedad. 
La Corte considera que, si se comprueban los hechos alegados, esto demostraría 
un daño grave debido a la doble vulnerabilidad de la accionante: ser una jubilada 
por discapacidad y padecer enfermedades catastróficas como cáncer de seno y 
colon, lo que la expone a una precaria situación económica. 
 
Dada la verificación de los supuestos excepcionales establecidos en la sentencia 
176-14-EP/19, la Corte considera que es procedente llevar a cabo un control del 
mérito del proceso. Por lo tanto, se procederá a resolver la acción de protección 
presentada por Doris Escobar contra el Hospital Teodoro Maldonado Carbo y el 
Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. 
 
En su demanda de acción de protección, Doris Escobar expone una serie de hechos 
que reflejan su situación crítica. Es una persona con discapacidad, jubilada por 
invalidez y padece cáncer de seno y colon. Afiliada al seguro social desde 1979, 
enfrentó un diagnóstico de cáncer simultáneamente al de su esposo en 2010, quien 
falleció en 2011. 
 
Debido a su enfermedad, fue sometida a cirugía y tratamiento oncológico, y, 
aunque pagó sus aportaciones al seguro social con retraso, enfrentó exigencias por 
parte del Hospital Teodoro Maldonado Carbo para regularizar sus pagos. En 2015, 
el IESS le notificó que debía aproximadamente 20 mil dólares por diez glosas 
administrativas derivadas de su responsabilidad patronal por los atrasos en sus 
aportaciones. 
 
Al impugnar estas glosas administrativamente, el IESS negó su solicitud, lo que llevó 
a Doris a acudir a la Defensoría del Pueblo, donde se inició una investigación. 
Durante este proceso, se prometió un informe sobre su situación, que no se emitió 
hasta el momento de presentar la acción de protección. 
 
En 2018, el IESS inició un procedimiento coactivo en su contra, resultando en la 
retención total de su pensión jubilatoria y de montepío. Además, fue informada de 
que su vivienda sería embargada y rematada debido a este juicio. 
 
Con base en estos hechos, Doris Escobar alega varias vulneraciones a sus derechos, 
incluyendo:  



 

 

 
Doris Escobar, una mujer con discapacidad que ha luchado contra el cáncer de 
mama y colon, denuncia que el Hospital Teodoro Maldonado Carbo le negó 
atención médica esencial, condicionándola al pago de aportaciones atrasadas. 
Recuerda con dolor cómo, durante su tratamiento, le exigían estar al día con sus 
pagos antes de poder recibir quimioterapia. Este requisito la sumió en una angustia 
constante, pues jamás se le informó que podría recibir atención y luego regularizar 
su situación. 
 
Por otro lado, también critica al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), 
que le cobró por atención médica a través de glosas administrativas, a pesar de que 
ella es una afiliada artesana y no una patrona. Sostiene que esta medida es injusta 
y confusa, ya que no se puede dividir su identidad entre afiliada y patrona. En su 
defensa, argumenta que el IESS no tiene derecho a aplicarle sanciones económicas 
que son pertinentes para los empleadores morosos. 
 
Doris también resalta que la retención de sus pensiones de jubilación y montepío 
ha tenido un impacto devastador en su vida, dejándola sin ingresos y obligándola a 
vender pertenencias para sobrevivir. Su situación se agrava con el temor de perder 
su hogar, pues desde que le advirtieron sobre un posible embargo, ha vivido con 
una angustia constante que afecta tanto su salud como su estabilidad emocional. 
Ella pide que se reconozca su vulnerabilidad y se brinde la atención y protección 
adecuadas a personas como ella. 
 
Doris Escobar, quien ha enfrentado múltiples desafíos de salud y económicos, pide 
que se reconozcan las violaciones a sus derechos y solicita varias medidas de 
reparación integral. Desea que se anulen todos los cobros, procesos coactivos y 
títulos de crédito en su contra, ya que estos están destruyendo su vida y agravando 
su estado de salud. Además, pide que se levanten las retenciones en su cuenta y se 
le devuelvan los fondos ya retenidos, así como disculpas públicas del IESS. También 
solicita atención médica y psicológica para ella y su familia, y que se capacite a los 
funcionarios del IESS en derechos humanos. En sus propias palabras, busca que se 
haga justicia y que termine la angustia que ha vivido. 
 
Por su parte, el IESS argumenta que la demanda de Doris no es válida en el ámbito 
de la protección de derechos, sino que debería ser presentado como una acción 
contencioso-administrativa. Asegura que nunca se vulneró su derecho a la salud, 
pues recibió atención médica, y que su cobro se basa en su responsabilidad 
patronal, argumentando que, al ser afiliada artesana, es tanto empleadora como 
empleada. Afirman que la ley no hace distinciones en este sentido y que deben 
cobrar las aportaciones atrasadas. También rechazan las alegaciones de violaciones 
a sus derechos, afirmando que las acciones del IESS están justificadas legalmente y 
que no han limitado sus derechos a la vivienda o a la seguridad social. Solicitan que 
se niegue la acción de protección por considerarla improcedente. 
 
En el proceso de garantías jurisdiccionales, se debe partir de las reglas de prueba 
establecidas en la legislación correspondiente. Según el artículo 16 de la LOGJCC y 
el COGEP, se deben probar los hechos alegados, excepto aquellos que son 
aceptados por la parte contraria. En este caso, no hay controversia sobre la 
existencia de diez glosas administrativas contra Doris Escobar, el inicio de un 
proceso coactivo y la retención de sus pensiones. 
 
Los hechos comprobados incluyen que Doris Escobar está registrada como jubilada 
y recibe prestaciones de invalidez y montepío. Fue diagnosticada con cáncer de 
mama en 2010 y recibió atención en el Hospital Teodoro Maldonado Carbo entre 
2010 y 2012. Se emitieron títulos de crédito en su contra por un total de 



 

 

$14,465.25, y su cuenta bancaria sufrió retenciones por un total de $5,612. 
 
 
Doris afirma que, para recibir atención médica en 2011, el hospital le exigía estar 
al día en sus aportes, mientras que el hospital sostiene que le brindó atención a 
pesar de sus deudas. Sin embargo, no se presentó evidencia que contradiga la 
afirmación de Doris sobre la exigencia de pago previo a la atención. Según la 
LOGJCC, cuando la parte demandada no presenta pruebas que desvirtúen las 
alegaciones, se presume la veracidad de lo solicitado por la demandante. 
 
Por lo tanto, la Corte considera que es cierto que a Doris se le exigió el pago de sus 
aportaciones antes de recibir tratamiento médico. A partir de esto, se procederá a 
analizar los derechos a la salud y la seguridad social, así como las posibles 
vulneraciones a partir de los actos alegados por Doris: la negativa de atención 
médica, las glosas administrativas y el proceso coactivo relacionado con sus 
pensiones. 
 
Los derechos a la salud y a la seguridad social de las personas artesanas están 
claramente protegidos por la Constitución. Esta establece que es un deber del 
Estado garantizar el acceso a la salud, promoviendo servicios integrales y 
eliminando cualquier forma de exclusión. El derecho a la salud no solo implica la 
ausencia de enfermedad, sino que también exige que el Estado proporcione 
servicios que permitan el desarrollo pleno de las capacidades físicas y mentales de 
las personas. 
 
Particularmente, se reconoce que quienes padecen enfermedades catastróficas, 
como el cáncer, tienen derecho a recibir atención prioritaria y especializada. 
Además, el derecho a la seguridad social es considerado irrenunciable y el Estado 
debe garantizar su ejercicio pleno, especialmente para quienes trabajan de forma 
autónoma, como es el caso de las personas artesanas. 
 
El IESS tiene la responsabilidad de ofrecer cobertura para diversas contingencias, 
incluyendo enfermedades, a través del seguro universal obligatorio. En este 
contexto, Doris Escobar está afiliada al seguro social del artesano, que fue creado 
para proteger a los trabajadores manuales y autónomos. Este seguro es obligatorio 
y debe ofrecer prestaciones equivalentes a las que reciben otros afiliados del IESS, 
asegurando así una igualdad en la atención y protección social. 
 
Por lo tanto, el marco constitucional y legal establece una sólida base para la 
defensa de los derechos de salud y seguridad social de las personas artesanas, 
resaltando la obligación del Estado de garantizar estos derechos de manera 
efectiva. 
 
La Ley de Defensa del Artesano establece claramente la obligatoriedad de la 
afiliación de los artesanos al Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS) y 
define las coberturas que deben recibir, que incluyen seguros de enfermedad, 
maternidad, invalidez, vejez y accidentes laborales. Además, asegura que las 
prestaciones que ofrecen a los artesanos son equivalentes a las que reciben otros 
afiliados del IESS. 
 
El sistema se financia a través de aportes personales de los artesanos y 
contribuciones estatales. La ley también estipula que el IESS debe otorgar atención 
preferente a los artesanos en el acceso a sus servicios. 
 
Por lo tanto, es fundamental que las personas artesanas reciban un trato igualitario 
al de otros afiliados, lo que significa que no deberían ser objeto de sanciones o 



 

 

cargas adicionales que son típicamente aplicables a los empleadores.  
 
 
En este contexto, la negativa del Hospital Teodoro Maldonado Carbo a brindar 
atención médica a Doris Escobar debido a la mora en sus pagos es cuestionable. 
Según las normas vigentes, se espera que se respeten sus derechos y se garantice 
su acceso a la atención médica sin que se le exija estar al día con sus aportaciones 
para recibir tratamientos necesarios, especialmente considerando su condición de 
salud. 
 
La Corte concluye que el Hospital Teodoro Maldonado Carbo vulneró el derecho a 
la salud de la señora Doris Escobar al condicionar su atención médica al pago de 
sus aportes atrasados al seguro social artesanal. La Ley de Defensa del Artesano y 
la Ley de Seguridad Social establecen claramente que las personas afiliadas tienen 
derecho a recibir atención médica sin que se les exija estar al día en sus 
contribuciones, especialmente en el caso de enfermedades catastróficas. 
 
La exigencia de pago previo para acceder a tratamientos necesarios no solo 
contradice las normativas vigentes, sino que también pone en riesgo la salud de la 
paciente al retrasar tratamientos críticos, lo cual podría tener consecuencias graves 
en su condición de salud. 
 
Por lo tanto, el actuar del hospital no solo fue un incumplimiento de sus 
obligaciones legales, sino que también afectó gravemente el bienestar de la señora 
Escobar, quien ya se encontraba en una situación vulnerable debido a su 
enfermedad. Este tipo de prácticas son inaceptables y deben ser corregidas para 
garantizar el derecho a la salud y la seguridad social de todos los afiliados, 
especialmente en situaciones críticas como la que enfrenta la señora Doris Escobar. 
 
La Corte debe analizar si la figura de la responsabilidad patronal se aplica a la señora 
Doris Escobar, quien se encontraba afiliada al seguro social artesanal y, por ende, 
no puede ser considerada como empleadora en el sentido convencional. La Ley de 
Seguridad Social establece la responsabilidad patronal en el contexto de relaciones 
laborales tradicionales, donde un empleador tiene obligaciones específicas hacia 
sus trabajadores. 
 
En el caso de los artesanos, la legislación no contempla expresamente la aplicación 
de la responsabilidad patronal como se hace con los empleadores en el contexto 
de relaciones laborales formales. La interpretación del IESS que sostiene que la 
señora Doris Escobar, al ser artesana, actúa simultáneamente como patrona y 
empleada, carece de fundamento legal claro.  
 
La figura de la responsabilidad patronal está diseñada para proteger a los 
trabajadores de los efectos de la mora de sus empleadores en el cumplimiento de 
las obligaciones hacia el IESS. Sin embargo, aplicar esta figura a una persona que, 
como Doris Escobar, es autónoma y está realizando un trabajo propio, no es 
coherente con el marco legal que regula el seguro social para artesanos.  
 
Además, el hecho de que la señora Escobar haya pagado sus aportes atrasados 
antes de que se impusieran las glosas administrativas sugiere que no hubo 
negligencia de su parte en el cumplimiento de sus obligaciones. Por lo tanto, la 
generación de glosas administrativas por responsabilidad patronal en su contra 
puede ser considerada como una vulneración de sus derechos a la salud, a la 
seguridad social y a la seguridad jurídica, dado que la aplicación de esta figura en 
su caso no está respaldada por la normativa correspondiente. 
 



 

 

En conclusión, la Corte debe declarar que la imposición de las glosas 
administrativas por parte del IESS en contra de la señora Doris Escobar vulneró sus 
derechos, ya que no existe un fundamento legal suficiente que justifique la 
aplicación de la responsabilidad patronal a una persona artesana que cumple con 
sus obligaciones como afiliada. 
 
La Corte considera que la aplicación de la figura de la responsabilidad patronal a 
las personas artesanas, como en el caso de la señora Doris Escobar, no solo es 
incoherente con la normativa de seguridad social aplicable, sino que también 
contradice el principio de igualdad en el tratamiento de los afiliados. La Ley de 
Defensa del Artesano establece claramente que estas personas son trabajadoras 
autónomas y no deben ser tratadas como patronas de sí mismas. 
 
El artículo 16 de dicha ley es categórico al señalar que las personas artesanas “no 
están sujetas a las obligaciones impuestas a los patronos en general por la actual 
legislación”. Esto refuerza la idea de que el marco legal contempla un trato 
específico y diferenciador para los artesanos, garantizando su derecho a recibir 
atención médica y otros beneficios sin las cargas administrativas que normalmente 
enfrentan los empleadores. 
 
Además, la distinción que intenta hacer el IESS entre la afiliación voluntaria y la 
afiliación al seguro social artesanal es relevante, ya que el primero puede implicar 
consecuencias más severas en caso de incumplimiento. En contraste, el sistema de 
seguro artesanal está diseñado para ofrecer un respaldo sólido a los artesanos, 
incluyendo un aporte estatal que refuerza la protección de este grupo. 
 
La Corte también observa que la falta de inclusión de las personas artesanas en la 
figura de la responsabilidad patronal se debe a la naturaleza particular de su 
régimen de seguridad social. Esto asegura que, al ser un grupo vulnerable y 
autónomo, no se les impongan sanciones que puedan comprometer su acceso a 
servicios esenciales, especialmente en situaciones de emergencia médica. 
 
En consecuencia, la Corte concluye que las glosas administrativas impuestas a la 
señora Doris Escobar por parte del IESS son inaplicables y constituyen una 
vulneración de sus derechos. No solo carecen de fundamento legal, sino que 
también contravienen el principio de igualdad y el derecho a la salud de una 
persona que cumple con sus obligaciones como afiliadas al seguro social artesanal. 
 
La Corte sostiene que la figura de la responsabilidad patronal aplicada a las 
personas artesanas, como en el caso de la señora Doris Escobar, no solo carece de 
fundamento legal, sino que también vulnera su derecho a la seguridad jurídica. Este 
derecho implica la necesidad de que las personas tengan confianza en la 
previsibilidad y estabilidad de las normas que rigen sus derechos y obligaciones. 
 
El argumento central es que, en situaciones donde una persona artesana no puede 
realizar su trabajo autónomo debido a una enfermedad, es razonable que no esté 
en condiciones de cumplir con sus aportes al seguro social. La imposición de una 
responsabilidad patronal en estos casos desnaturaliza la esencia del seguro: ofrecer 
protección y cobertura ante contingencias que afectan la capacidad de generar 
ingresos. 
 
Además, aceptar que el atraso en los aportes conlleve responsabilidad patronal 
podría crear un círculo vicioso donde las personas artesanas se verían atrapadas. 
Enfrentarían la obligación de reembolsar el costo de la atención médica recibida 
durante períodos en que no podían trabajar, lo que podría llevar a una situación 
insostenible y, en última instancia, a la negación efectiva de sus derechos a la 



 

 

seguridad social. 
 
 
La falta de un marco legal claro que justifique esta figura para los artesanos crea 
una sensación de incertidumbre y desprotección. Esto es contrario a los principios 
de confiabilidad, certeza y no arbitrariedad que deben regir la relación entre los 
ciudadanos y las instituciones. La inseguridad derivada de una posible 
responsabilidad patrimonial en situaciones de enfermedad compromete la 
confianza de las personas artesanas en el sistema de seguridad social, que debería 
ser un recurso para su bienestar. 
 
En consecuencia, la Corte concluye que la aplicación de la figura de responsabilidad 
patronal en el contexto del seguro social artesanal, y específicamente en el caso de 
la señora Doris Escobar, no solo es inaplicable, sino que también vulnera su 
derecho a la seguridad jurídica, al crear un marco de incertidumbre y desprotección 
frente a sus derechos fundamentales. 
 
La Corte reitera que el principio de legalidad es fundamental en el ámbito de la 
seguridad jurídica y debe ser estrictamente respetado, especialmente cuando se 
trata de la imposición de sanciones. Este principio garantiza que ninguna persona 
puede ser sancionada por actos u omisiones que no estén claramente tipificados 
en la ley al momento de cometerse.  
 
En el caso de la señora Doris Escobar, el IESS aplicó una responsabilidad patronal 
sin una base legal que lo justificara, lo que no solo violó el principio de legalidad, 
sino que también vulneró su derecho a la seguridad jurídica. La responsabilidad 
patronal, al ser una sanción patrimonial, debe estar prevista de manera explícita en 
la normativa aplicable, y la falta de tal disposición para las personas artesanas lleva 
a la conclusión de que la acción del IESS fue arbitraria e injustificada. 
 
Al imponer la obligación de cubrir los costos de atención médica recibida, además 
de los aportes atrasados, el IESS desnaturaliza la esencia del seguro social, que está 
destinado a brindar protección y cobertura en situaciones de enfermedad. Esta 
situación implica que, en lugar de recibir la protección adecuada, la señora Doris 
Escobar se ve obligada a asumir los costos de su propia atención médica, lo que 
contradice el objetivo del sistema de seguridad social. 
 
Por lo tanto, la Corte concluye que la actuación del IESS no solo violó el principio 
de legalidad, sino que también afectó el derecho a la seguridad social de la señora 
Doris Escobar, al exigirle cubrir gastos que debían estar protegidos por el seguro. 
Esta situación resalta la necesidad de que las normas que rigen la seguridad social 
sean claras, estables y aplicadas de manera equitativa para garantizar la protección 
de los derechos de todas las personas, en particular de aquellas que se encuentran 
en situaciones vulnerables. 
 
En el marco del proceso coactivo iniciado por el IESS para cobrar las glosas 
generadas en contra de la señora Doris Escobar, la institución recaudadora tomó la 
decisión de retener sus pensiones jubilares y de montepío. Esta acción plantea 
importantes cuestiones sobre la legalidad y el impacto de tales medidas en los 
derechos de la señora Escobar. 
 
La retención de pensiones jubilares y de montepío debe ser analizada bajo el 
prisma de los derechos fundamentales de los afiliados al sistema de seguridad 
social. Estas pensiones representan una fuente vital de ingresos para las personas 
que han trabajado y contribuido al sistema, y su retención puede generar 
situaciones de vulnerabilidad económica. 



 

 

 
 
 
Además, la Corte debe considerar si el proceso coactivo y la retención de estos 
beneficios están en consonancia con la normativa vigente que regula la seguridad 
social y el debido proceso. La ley establece ciertos límites y condiciones bajo los 
cuales se pueden realizar estas retenciones, garantizando que no se afecten 
derechos fundamentales de los afiliados. 
 
Es crucial que cualquier medida adoptada por el IESS en este contexto respete los 
principios de proporcionalidad y razonabilidad, asegurando que la sanción no 
genere un impacto desproporcionado en la vida de la persona afectada. La Corte 
deberá evaluar si la retención de las pensiones jubilares y de montepío en este caso 
es justificada o si constituye una violación de los derechos de la señora Doris 
Escobar, especialmente en relación con su derecho a la seguridad social y a un nivel 
de vida adecuado. 
 
En el contexto del proceso coactivo iniciado por el IESS contra la señora Doris 
Escobar, la retención de sus pensiones jubilares y de montepío plantea serias 
preocupaciones sobre la legalidad de estas acciones y su impacto en sus derechos 
fundamentales. Estas pensiones, que son su única fuente de ingresos, son 
esenciales para su subsistencia, especialmente considerando su discapacidad y la 
imposibilidad de obtener ingresos adicionales. 
 
La Corte debe evaluar si las decisiones del IESS en relación a la retención y embargo 
de estas pensiones están alineadas con la normativa de seguridad social y los 
principios del debido proceso. La ley establece que, en situaciones de 
vulnerabilidad económica, como es el caso de la señora Escobar, no se deben 
realizar embargos que afecten su derecho a una vida digna. 
 
Es particularmente relevante el hecho de que el IESS actuó sin la facultad legal de 
establecer responsabilidad patronal en su contra, dado su estatus de persona 
artesana. Esta falta de fundamento legal en las acciones del IESS resalta la 
arbitrariedad de las medidas adoptadas, que no solo han llevado a la señora 
Escobar a una situación de desprotección, sino que también han comprometido su 
derecho a la subsistencia mínima. 
 
En relación a su derecho a la vivienda, aunque no se ha ordenado el embargo de 
su casa, el temor constante de perder su hogar por las amenazas de embargo 
impacta severamente su bienestar emocional y psicológico. Esta situación de 
angustia es válida y debe ser considerada al momento de evaluar la reparación por 
las vulneraciones de derechos que ha sufrido. 
 
Por lo tanto, la Corte debe considerar no solo la legalidad de las acciones del IESS, 
sino también el impacto humano y emocional que estas decisiones han tenido en 
la vida de la señora Doris Escobar, garantizando que se protejan sus derechos 
fundamentales y se restablezca su dignidad. 

 
MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

 
- Las medidas de restitución buscan reestablecer la situación anterior a la 

violación de derechos humanos Para reestablecer la situación de la señora 
Doris Escobar previa a las afectaciones a la seguridad jurídica, seguridad social 
y salud generadas por la determinación ilegítima de responsabilidad patronal, 
la Corte considera necesarias las siguientes medidas: 
 

- Dejar sin efecto todas las glosas administrativas generadas en contra de la 



 

 

señora Doris Escobar, así como todos los autos de pago, órdenes de retención 
y embargo y títulos de crédito que se hayan emitido en su contra;  
 

- El IESS deberá devolver todos los valores retenidos o embargados de la cuenta 
de banco perteneciente a la señora Doris Escobar que no hayan sido 
previamente devueltos45, incluyendo aquellos cobrados como intereses, 
honorarios o gastos de cobranza. 
 

- Dejar sin efecto todas las glosas administrativas generadas en contra de la 
señora Doris Escobar, así como todos los autos de pago, órdenes de retención 
y embargo y títulos de crédito que se hayan emitido en su contra; El IESS 
deberá devolver todos los valores retenidos o embargados de la cuenta de 
banco perteneciente a la señora Doris Escobar que no hayan sido previamente, 
incluyendo aquellos cobrados como intereses, honorarios o gastos de 
cobranza. 

 
- En el presente caso, la Corte considera necesario reparar la evidente angustia 

y sufrimiento provocados por la retención de las pensiones de invalidez y 
montepío durante los meses que el IESS ordenó la retención y posterior 
embargo dentro de los procesos coactivos; así como, el sufrimiento generado 
a la señora Doris Escobar por el cobro ilegítimo de la responsabilidad patronal 
y los procesos coactivos iniciados en su contra.   

 

- En consecuencia, como reparación inmaterial la Corte establece que el IESS 
deberá entregar a la señora Doris Escobar, por equidad, la cantidad de cinco 
mil dólares de los Estados Unidos de América (USD 5.000) 

 

- Las medidas de satisfacción deben establecerse con el fin de reintegrar la 
dignidad de la víctima. En primer lugar, la Corte determina que la presente 
sentencia constituye, en sí misma, una medida de satisfacción.  

 
- En segundo lugar, de acuerdo con lo solicitado por la accionante y solo sí esta 

decide acceder al mismo, el IESS deberá poner a disposición de la señora Doris 
Escobar el servicio de atención psicológica que requiera para atender las 
afectaciones generadas por las vulneraciones de derechos a las que fue objeto. 

 

- En tercer lugar, tanto el IESS como el Hospital Teodoro Maldonado Carbo como 
entidad autónoma, deberán otorgar disculpas públicas por separado a la 
señora Doris Escobar.  En el caso del Hospital Teodoro Maldonado Carbo, esta 
medida se efectuará mediante una comunicación dirigida y notificada a la 
beneficiaria de la medida en su domicilio o en el correo señalado en este 
proceso con el siguiente contenido:   

 

“Señora Doris Escobar: El Hospital Teodoro Maldonado Carbo le pide 
disculpas por haber vulnerado su derecho a la salud al no haberle prestado 
la atención en salud a la que tenía derecho de forma oportuna y haberle 
obligado a primero cancelar sus aportaciones atrasadas. El Hospital 
adoptará las medidas necesarias para evitar futuras vulneraciones del 
derecho a la salud a otras personas afiliadas”.  

 
- En el caso del IESS, esta medida se efectuará mediante una comunicación 

dirigida y notificada a la beneficiaria de la medida en su domicilio o en el correo 
señalado en este proceso y a través de la publicación en el sitio web de la 
entidad, con el siguiente contenido:   
 
“El IESS pide disculpas a la señora Doris Janeth Escobar Rodríguez por las 



 

 

vulneraciones a sus derechos a la seguridad jurídica, seguridad social, salud y 
vida digna por (1) haber generado responsabilidad patronal en su contra de 
forma ilegítima; (2) haber retenido y embargado la totalidad de sus pensiones 
de invalidez y montepío colocándole en una situación de extrema 
vulnerabilidad; y, (3) no haber tomado las medidas adecuadas para otorgarle 
una atención prioritaria y especializada como persona adulta mayor con 
enfermedades catastróficas.” 
Con el objetivo de evitar la repetición de hechos como los analizados en este 
caso, el Hospital Teodoro Maldonado Carbo deberá revisar su normativa 
interna, instructivos y sus procesos organizacionales para asegurarse que las 
personas que cumplen los requisitos para ser beneficiarias del seguro de 
enfermedad no sean privadas de este derecho por encontrarse en mora de sus 
aportaciones. En particular, el Hospital deberá realizar una investigación 
interna que determine si efectivamente en la ventanilla de atención número 
11 o en cualquier otra se requiere el pago de aportaciones atrasadas previo a 
recibir la atención médica de salud a la que el afiliado tiene derecho.   
 
Por su parte, en cuanto al IESS, esta Corte, en la sentencia 105-10-JP/21, 
estableció la obligación de adecuar sus reglamentos internos e instructivos, a 
fin de que se operativicen la prohibición de embargar las pensiones jubilares, 
de acuerdo con las reglas jurisprudenciales establecidas en los párrafos 71a y 
71b de dicha sentencia. En consecuencia, la Corte no considera necesario 
dictar una nueva medida de no repetición en este aspecto, pero sí estima 
indispensable exigir al IESS que, como parte de las medidas de reparación de 
la presente sentencia, informe a esta Corte respecto a las acciones que ha 
tomado para el cumplimiento de la medida ordenada en la sentencia 105-10-
JP/21.  
 
Finalmente, el Hospital Teodoro Maldonado Carbo deberá realizar una amplia 
difusión de la presente sentencia a sus funcionarias y funcionarios que laboran 
en la atención a las y los usuarios. La misma acción de difusión deberá realizar 
el IESS respecto de las y los funcionarios encargados de los procesos de 
coactivas.   

FALLO En mérito de lo expuesto, administrando justicia constitucional y por mandato de la 
Constitución de la República del Ecuador, el Pleno de la Corte Constitucional 
resuelve: 
 

- Aceptar la acción extraordinaria de protección y declarar la vulneración del 
derecho al debido proceso en la garantía de motivación. Como medidas de 
reparación, se dispone:  

 
1. Dejar sin efecto la sentencia de 12 de septiembre de 2018, emitida por la Sala 
Especializada de lo Laboral de la Corte Provincial del Guayas.  
 
2. En virtud del control de mérito realizado en el presente caso, en su lugar atiéndase 
al contenido íntegro de la presente sentencia.    
 

- Aceptar la acción de protección y declarar:   
 

La vulneración de los derechos a la salud de Doris Janeth Escobar Rodríguez por 
parte del Hospital Teodoro Maldonado Carbo.  
 
La vulneración de los derechos a la salud, seguridad social, seguridad jurídica y vida 
digna de Doris Janeth Escobar Rodríguez por parte del Instituto Ecuatoriano de 
Seguridad Social.  
 



 

 

Como medidas de reparación, se ordena lo siguiente:   
 
Medidas de reparación a cargo del Hospital Teodoro Maldonado Carbo:  
 
1. Como medida de satisfacción, en el plazo de 30 días de notificada la sentencia, 

el Hospital Teodoro Maldonado Carbo deberá emitir disculpas públicas en 
favor de la señora Doris Escobar, mediante una comunicación dirigida y 
notificada en su domicilio o en el correo señalado en este proceso con el 
siguiente contenido: 
 
  “Señora Doris Escobar: El Hospital Teodoro Maldonado Carbo le ofrece 
disculpas por haber vulnerado su derecho a la salud al no haberle prestado la 
atención en salud a la que tenía derecho de forma oportuna y haberle obligado 
a primero cancelar sus aportaciones atrasadas. El Hospital adoptará las 
medidas necesarias para evitar futuras vulneraciones del derecho a la salud a 
otras personas afiliadas”.   
 
2. Como medida de no repetición, el Hospital Teodoro Maldonado Carbo, 
deberá revisar su normativa interna, instructivos y sus procesos 
organizacionales y en el plazo de 5 (cinco) meses notificar a la Corte los cambios 
que se realizarán para que las personas que cumplen los requisitos para ser 
beneficiarias del seguro de enfermedad no sean privadas de este derecho por 
encontrarse en mora de sus aportaciones.  
 
3. Como medida de no repetición, el Hospital Teodoro Maldonado Carbo 
deberá realizar una investigación interna que determine si efectivamente en 
las ventanillas de atención se requiere el pago de aportaciones atrasadas 
previo a recibir la atención médica de salud a la que el afiliado tiene derecho. 
El Hospital Teodoro Maldonado Carbo deberá elaborar y remitir a esta Corte 
un informe con los resultados de la investigación interna en el plazo de 5 meses 
de notificada la presente sentencia.    
 
4. Como medida de no repetición, el Hospital Teodoro Maldonado Carbo 
deberá realizar una amplia difusión de la presente sentencia a sus funcionarias 
y funcionarios que laboran en la atención a las y los usuarios. 
 
Medidas de reparación a cargo del Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social: 
 
 1. Como medida de restitución, en el plazo de 30 días de notificada la 
sentencia, el IESS deberá dejar sin efecto todas las glosas administrativas 
generadas en contra de la señora Doris Escobar, así como todos los autos de 
pago, órdenes de retención y embargo y títulos de crédito que se hayan 
emitido en su contra.  
 
2. Como medida de restitución, en el plazo de 30 días de notificada la 
sentencia, el IESS deberá devolver todos los valores retenidos o embargados 
de la cuenta de banco perteneciente a la señora Doris Escobar que no hayan 
sido previamente devueltos.   
 
3. Como medida de satisfacción, siempre que medie el consentimiento de la 
señora Doris Escobar, el IESS deberá poner a su disposición un programa de 
atención psicológica que le permita superar las consecuencias sufridas por las 
vulneraciones de derechos cometidas en su contra.   
 
4. Como medida de satisfacción, en el plazo de 30 días de notificada la 
sentencia, el IESS deberá emitir disculpas públicas en favor de la señora Doris 



 

 

Escobar, mediante una comunicación dirigida y notificada a la beneficiaria de 
la medida en su domicilio o en el correo señalado en este proceso y a través de 
la publicación en el sitio web de la entidad, con el siguiente contenido:   
 

“El IESS ofrece disculpas a la señora Doris Janeth Escobar Rodríguez por las 
vulneraciones a sus derechos a la seguridad jurídica, seguridad social, salud 
y vida digna por (1) haber generado responsabilidad patronal en su contra 
de forma ilegítima; (2) haber retenido y embargado la totalidad de sus 
pensiones de invalidez y montepío colocándole en una situación de extrema 
vulnerabilidad; y, (3) no haber tomado las medidas adecuadas para 
otorgarle una atención prioritaria y especializada como persona adulta 
mayor con enfermedades catastróficas.”  

 
5. Como medida de compensación por daño material, en el plazo de 2 meses 
de notificada la sentencia, el IESS deberá cancelar a la señora Doris Escobar la 
cantidad de USD 7.694,39, mediante depósito en la cuenta de banco que sea 
señalada por la accionante.   
 
6. Como medida de compensación por daño inmaterial, en el plazo de 2 meses 
de notificada la sentencia, el IESS deberá cancelar a la señora Doris Escobar la 
cantidad de USD 5.000,00, mediante depósito en la cuenta de banco que sea 
señalada por la accionante.  
 
7. Como medida de no repetición, en el plazo de 30 días de notificada la 
sentencia, el IESS deberá informar a esta Corte respecto a las acciones que ha 
tomado para el cumplimiento de las medidas de adecuación normativa 
ordenadas en la sentencia 105-10-JP/21. 8. Como medida de no repetición, el 
IESS deberá realizar una amplia difusión de la presente sentencia a sus 
funcionarias y funcionarios encargados de los procesos de coactivas. 

 
VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

La Sentencia que antecede fue aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional 
con nueve votos a favor, de los Jueces Constitucionales Karla Andrade Quevedo, 
Ramiro Ávila Santamaría, Carmen Corral Ponce, Agustín Grijalva Jiménez, Enrique 
Herrería Bonnet, Alí Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez, Daniela Salazar Marín 
y Hernán Salgado Pesantes; en sesión ordinaria de miércoles 28 de julio de 2021. 

VOTO CONCURRENTE / SALVADO:  No hubo votos concurrentes, ni salvados. 
 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK DE 
LA CORTE CONSTITUCIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZXR
hIjoidHJhbWl0ZSIsInV1aWQiOiIzN2VkOTQyMy03OGY4LTQxM2QtYTUwZS0wNWQ
2YWY4YjFjMDMucGRmIn0= 

               

 

Elaborado por: 
Abg. Gabriel Paladines 
 
 
 
Revisado y Aprobado por: 
Ab. Homero Danilo Sulca Villamarin. 
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